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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “A”
CONSEJERO PONENTE: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN

Bogotá, D.C., veinticinco (25) de junio de dos mil trece (2013)

Radicación No: 08001233300020130004201
Actor: José Manuel Hernández y otros 

Accionado: Nación- Presidencia de la República y otros

Acción de tutela-impugnación
Decide la Sala la impugnación presentada por la parte actora, contra la sentencia del 21 de febrero de 2013 proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico que declaró improcedente la acción de tutela de la referencia. 

I. ANTECEDENTES

1. Actuando por conducto de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, los accionantes invocaron la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad material y dignidad humana en conexidad a la vida, presuntamente vulnerados por las autoridades accionadas. 

2. Del escrito de tutela se sintetizan los siguientes hechos:
2.1. Relataron que son damnificados de la temporada invernal en el Municipio de Ponedera-Atlántico desde el año 2009, censados por la Unidad para la Gestión de Desastres en el año 2010. Señalaron que no han recibido información veraz, suficiente, real y actual respecto de los beneficios otorgados por el Gobierno Nacional. 

2.2. Explicaron que para recibir las ayudas, los damnificados han sido divididos en dos grupos: el primero de ellos conformado por los residentes de la orilla del Río Grande de la Magdalena, que según lo informado por la Alcaldía municipal, tenían derecho a recibir la suma de $3´000.000 por concepto de pagos temporales que iban a ser entregados en dos cuotas, entregándose la primera hace aproximadamente un año, mientras que el segundo grupo estaba conformado por las demás víctimas del fenómeno invernal. 

2.3. Informaron que no han recibido la cuota pendiente, a pesar de que el dinero se encuentra a disposición del Alcalde municipal, por lo que no han podido sufragar los gastos de servicios públicos domiciliarios y de alimentación, lo que quebranta gravemente sus derechos fundamentales dada la vulnerabilidad manifiesta en que se encuentran, llevando a algunas familiar al punto de vivir casi en grado de indigencia. 

2.4. En virtud de lo anterior solicitaron al juez constitucional:

“1. Que se declare el ESTADO DE COSAS INCONSTITUCIONAL EN EL MUNICIPIO DE PONEDERA.

2. Que se le ordene a los demandados con la participación de los accionantes a través del suscrito apoderado la participación en la creación de un PLAN ESTRUCTURAL CON LA CAPACIDAD DE DAR SOLUCIÓN DEFINITIVA A LOS PROBLEMAS AQUÍ DENUNCIADOS. 

3. Que se le ordene al GOBERNADOR DEL ATLÁNTICO Y AL FONDO DE ADAPTACIÓN dirigido por la Dra. CARMEN ARÉVALO, que permita una COMISIÓN DE VERIFICACIÓN con la participación del suscrito abogado, en representación de los damnificados accionantes, y permitan la participación y vigilancia de los dineros destinados para la construcción de vivienda en Ponedera y el sur del departamento del Atlántico.

4. Ordenar que esta comisión de verificación para el cumplimiento de los planes que sirvan para la solución de fondo de los damnificados de la ola invernal. 

5. Ordenar a los demandados que informen de manera inmediata cuales son las ayudas que en realidad tienen los damnificados de la ola invernal de Ponedera y su entrega inmediata, y que presuntamente el Alcalde de Ponedera se niega a entregar. 

6. Vincular al FONDO DE ADAPTACIÓN representada por la Dra. Carmen Arévalo. 

7. Compulsar copias a la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN y a la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN para que se investigue a los demandados por las fallas antijurídicas aquí denunciadas”. (Fls. 4 y 5).    

3. Contestación de la solicitud de tutela.

Mediante auto de 7 de febrero de 2013, el Tribunal Administrativo del Atlántico -Sala Oral- admitió la acción en referencia, notificando a la Presidencia de la República-Unidad Nacional para la Gestión de Desastres-Gobernación del Atlántico -Asamblea Departamental del Atlántico-Municipio de Ponedera -Concejo Municipal de Ponedera como accionados. (Fl. 308).  

3.1. Asamblea Departamental del Atlántico. (Fl. 316). 

Representada por apoderado judicial, indicó que la Duma Departamental no tiene legitimación en la causa por pasiva en el proceso, como quiera que no está dentro de su marco funcional Constitucional y legal, suministrar información relacionada con los beneficios que ha otorgado la Nación frente a la lamentable calamidad que sucedió como consecuencia de la ola invernal en el sur del Atlántico. Agregó que nunca ha recibido solicitud formal de los tutelantes frente a la información que presuntamente se les ha denegado. 

3.2. Gobernación del Atlántico. (Fl. 322). 

Sostuvo por conducto de abogado que la acción de tutela no es el mecanismo para pretender acceder a la vigilancia de los recursos destinados por la Nación al Fondo de Adaptación para la construcción de vivienda en el Municipio de Ponedera, como quiera que existen otros mecanismos de defensa como constituirse en “veedurías ciudadanas”, ante Notario Público o ante las Inspecciones de Policía o también ante el Fondo de Adaptación.

Respecto del subsidio de arriendo que según los accionantes sería de $3´000.000, pagadero en dos cuotas, anotó que el Gobierno Nacional sólo aprobó el pago de una ayuda por valor de $1´500.000 por una sola vez para los damnificados que nunca habían recibido ayuda del Gobierno. Ese procedimiento de selección de damnificados para entregar dicho subsidio fue manejado directamente entre las Alcaldías y la Nación.  

Frente a los subsidios de alimentación, indicó que éstos fueron entregados a través de Comfamiliar de Atlántico, pero que en estos momentos por directriz de Colombia Humana, solamente lo están recibiendo los damnificados que se encuentran en alojamientos temporales. 

En virtud de lo anterior precisó que las pretensiones formuladas no son procedentes, en cuanto el Gobierno Nacional a través del Fondo de Adaptación es el competente para desarrollar proyectos en los municipios afectados por la ola invernal 2010-2011. Agregó que tampoco se acredita el requisito de inmediatez, porque los hechos que originaron la supuesta vulneración se produjeron hace más de dos años. 

3.3. Unidad para la Gestión del Riesgo de Desastres. (Fl. 330).

Explicó que durante el año 2010 y hasta el primer semestre de 2011, se presentó una fuerte temporada de lluvias provocadas por el “Fenómeno de la Niña 2010-2011”, lo que ocasionó la declaratoria de desastre nacional a través del Decreto 4579 del 2010, y la posterior declaratoria de Emergencia Social, Económica y Ecológica a través del Decreto 4580 del mismo año. Para efectos de la atención humanitaria asociada a este fenómeno, se dictó el Decreto Legislativo No. 4701 de 2010 y se creó la Gerencia del Fondo Nacional de Calamidades con funciones de planeación, focalización y ejecución de las actividades requeridas para las fases de atención humanitaria y rehabilitación con el fin de conjurar la crisis generada. Asimismo se creó el Registro Único de Damnificados “REUNIDOS” coordinado y adelantado por el DANE, el cual incluyó únicamente a los damnificados de la temporada de lluvias que finalizó en junio de 2011. 

Precisó entonces, que los demandantes sí recibieron las ayudas humanitarias y su inconformidad versa exclusivamente sobre el monto de las mismas, concepto que es meramente subjetivo y que no denota por sí mismo la vulneración de derechos fundamentales. Adujo que los actores no indicaron qué acciones u omisiones de las accionadas se constituyan en falta al derecho a la igualdad. Ni siquiera se menciona que se les haya dado un trato discriminatorio frente a otros damnificados que se encontraban en igualdad de condiciones fácticas y jurídicas con ellos. Menos explica por qué las accionadas les están vulnerando el derecho a la dignidad humana como derecho conexo a la vida. La alegada falta de insuficiencia de las ayudas que reconocen haber recibido no puede constituir desconocimiento a tales derechos.

En virtud de lo anterior señaló que la presente acción de tutela no es procedente, porque pretende cobrar sumas líquidas de dinero, y porque falta el requisito de inmediatez, como quiera que hace de nueve meses se superó la emergencia y se pagó el apoyo económico para tal fin. Adicionalmente la parte actora no demostró la posible ocurrencia de un daño inminente y grave.  

3.4. Alcaldía Municipal de Ponedera. (Fl. 348). 

Indicó que en el año 2009 no hubo damnificados por ola invernal en el Municipio de Ponedera, porque en esa fecha se encontraban precisamente bajo los efectos del fenómeno climático del niño, es decir, de sequía. Además la mayoría de los poderdantes no aparecen en el listado oficial de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres de la Presidencia de la República
.

Sostuvo que la administración ha ejercido de manera eficiente su función frente a los damnificados, pues realizó el censo y sus respectivas verificaciones y lo envió a la unidad correspondiente. 

Finalmente propuso las excepciones de inexistencia de poder para actuar, porque el abogado no aporta el poder otorgado para estos fines; falta de legitimación en la causa por pasiva, porque la causa petendi escapa la competencia del municipio; inexistencia del derecho de igualdad invocado, porque no se indica la comparación de fundamentos fácticos y jurídicos con otras personas de iguales condiciones; e inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales a la dignidad humana y a la vida. 

3.5. El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, rindió el informe de manera extemporánea. (Fl. 398). 

Propuso la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva. 

4. El fallo impugnado. 

El Tribunal Administrativo del Atlántico-Sala Oral mediante sentencia de 21 de febrero de 2013 declaró improcedente la presente acción de tutela ante la ausencia del requisito de inmediatez, pues la temporada invernal aconteció en el año 2009 y el censo se efectuó en el año 2010, transcurriendo entonces 3 años entre el último hecho y la petición de amparo constitucional, y no se aportó prueba que justifique tal tardanza. 

Aunado a lo anterior, no advirtió una situación de urgencia manifiesta que avalara la procedencia de la acción, pues no se probó que alguno de los accionantes se encuentre en circunstancias de extrema vulnerabilidad que impliquen la prioridad que se exige para el otorgamiento de los subsidios y menos aún se demostró que éstos hubieran realizado el proceso pertinente ante las entidades respectivas para la asignación del mismo. Finalmente adujo que el pago de sumas líquidas de dinero y la adopción de medidas de tipo políticas y administrativas no son procedentes a través de la acción de amparo.  
5. La impugnación. 

Inconforme con la decisión adoptada, el apoderado de los accionantes la impugnó insistiendo en la grave vulneración de sus derechos fundamentales. Indicaron además que en el trámite de primera instancia no se notificó al Fondo de Adaptación representado por la Dra. Carmen Arévalo. 

6. Trámite en segunda instancia.
Mediante providencia de 8 de mayo de los corrientes, se vinculó al trámite de la acción de tutela al denominado “Fondo adaptación”, entidad adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y a la Personería Municipal de Ponedera (Atlántico), para que en un término no mayor a cuarenta y ocho (48) horas, ilustraran a esta Corporación sobre los hechos objeto de debate. Vencido dicho término, las autoridades vinculadas presentaron escritos extemporáneos al requerimiento elevado.

II. CONSIDERACIONES

1. De los asuntos a resolver

La acción de tutela de la referencia plantea varios problemas jurídicos, relacionados tanto con la procedencia formal del mecanismo, como con la demostración efectiva de que se presentó una amenaza o violación de derechos fundamentales. Estos asuntos pueden agruparse de la siguiente manera: i) legitimación en la causa por activa, ii) procedencia de la acción de tutela a la luz del principio de la inmediatez, iii) de los damnificados por la ola invernal; iv) aplicación de las anteriores reglas al caso concreto.

2. En cuanto a la procedencia formal de la tutela: 
i) De conformidad con el orden propuesto, es menester recordar que cuando se acude a la acción de tutela por conducto de representante, será necesario siempre acreditar un poder escrito y especial para la defensa de derechos fundamentales, el cual se presumirá auténtico y cuyo destinatario deberá ser en todos los casos un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.

En el caso objeto de análisis, esta Sala de Decisión encuentra que cada uno de estos presupuestos se cumplió a cabalidad, como quiera que en el documento que consta de 13 folios
, doscientas cinco (205) personas otorgaron mandato especial al abogado Oscar Darío Santodomingo Payeras, para ejercer acción de tutela en contra de las autoridades públicas accionadas, con el objeto de obtener el amparo de los derechos que consideran vulnerados, a raíz de la ola invernal ocurrida en los años 2010-2011 y la falta de atención por los entes estatales. Este documento, aunque no viene autenticado, se presume ajustado a la realidad por expresa disposición del artículo 10 del Decreto ley 2591 de 1991 y no existir prueba que indique lo contrario.

No obstante, encuentra la Sala que el abogado Santodomingo Payares no se encuentra legitimado para actuar en nombre y representación del señor Luis Mercado, identificado con la cédula de ciudadanía número 8.570.503, como quiera que la rúbrica del ciudadano en mención, se encuentra seriamente alterada
.

ii) Dilucidado lo anterior, también resulta preciso indicar en los términos de la jurisprudencia constitucional, que uno de los presupuestos básicos para la procedencia de la acción de tutela es que ésta sea interpuesta en forma pronta y oportuna, esto es, sin que haya transcurrido demasiado tiempo desde la configuración de los hechos violatorios o amenazantes de los derechos fundamentales invocados. Ha dicho la Corte Constitucional que “el propósito de la acción de tutela consiste en la garantía efectiva e inmediata de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados, de lo cual se sigue la necesidad de que el afectado haga uso de la acción en un término prudencial y oportuno contado desde el momento de la vulneración o la amenaza real del derecho, con el fin de que la protección constitucional pueda desplegarse de manera eficaz para restablecer la situación del accionante y salvaguardar los derechos fundamentales quebrantados”
.

Resulta entonces razonable, para efectos de la procedencia de la tutela, que sea promovida dentro de un término tal que permita que la intervención del Estado sea eficaz, en atención al hecho que la dilación en el ejercicio de la misma torna nugatorio el amparo.

Sin embargo, no se trata de una regla de carácter absoluto; la Corte Constitucional también ha aclarado que el examen del cumplimiento del requisito de inmediatez se ha de realizar en atención a las características de cada caso individual: “para la verificación del cumplimiento del requisito de inmediatez, el Juez constitucional debe analizar las circunstancias fácticas de cada caso, con el fin de determinar si el ejercicio de la acción de tutela se hizo en término oportuno o si, en caso contrario, la dilación en el ejercicio de la misma se encuentra justificada.”
 Así, “si bien la procedibilidad de la acción de tutela exige su interposición dentro de un término razonable, oportuno y justo, requisito que comporta una actitud positiva del interesado, de manera que instaure la acción de forma consecutiva o próxima al suceso ilegítimo, tal exigencia puede ceder en aras de hacer efectiva la garantía constitucional de protección de los derechos fundamentales, siempre que el juez de conocimiento, a la luz del caso concreto, encuentre la configuración de una justa causa que haya impedido al demandante actuar de manera oportuna
.”

Una de las excepciones que ha identificado con claridad la jurisprudencia constitucional al requisito de inmediatez, es la especial situación en que se encuentran las personas a quienes se les ha vulnerado sus derechos fundamentales, bien sea por razones sociales, económicas o culturales:

“En efecto, la jurisprudencia constitucional ha establecido unos casos en los que resulta admisible la dilación en la interposición de la acción de tutela, a saber: (i) Que se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó por primera vez es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa y es actual y, (ii) que la especial situación de aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros
.”

A la luz de las anteriores reglas jurisprudenciales, esta Sala considera que la acción de tutela de la referencia es procedente pese a haber transcurrido un lapso de casi dos años desde que finalizó el fenómeno de la niña que provocó la grave crisis invernal en gran parte del territorio nacional. Según se evidencia de los anexos aportados al trámite de tutela, se trata de personas oriundas de zonas rurales del Departamento del Atlántico y con un grado de escolaridad bajo, pues algunos de los interesados en al momento en que solicitaron las ayudas humanitarias de emergencia manifestaron a los encuestadores no saber firmar, por lo cual resulta desmedido exigir diligencia o prontitud en el ejercicio de la tutela, cuando por razones desafortunadas no es posible acudir con facilidad y conocimiento a la administración de justicia para la protección de sus derechos. Estas razones desde luego habilitan a la Sala examinar el fondo de las alegaciones y pretensiones formuladas en la demanda.

3. De los damnificados por la ola invernal 

Con ocasión al fenómeno meteorológico conocido como ‘La Niña’, ocurrido en los años 2010-2011, que consistió en una agravación rápida e inusitada del nivel de lluvias en las diferentes regiones del país, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 4580 de 2010, mediante el cual declaró el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave calamidad pública. 

Para conjurar la grave crisis producida por tal fenómeno y evitar que se expandieran sus efectos, el gobierno dispuso entre otras medidas, que se elaborara un “censo especial con el fin de identificar y caracterizar a la población damnificada y sus necesidades, para orientar los proyectos y programas de manera específica hacia esa población y asignar los recursos necesarios”
. Para efectuar tal tarea, el Decreto 4702 de 2010 confirió al Departamento Administrativo Nacional de Estadística, en coordinación con diferentes entidades y organismos del nivel nacional y territorial, elaborar un registro único de damnificados, a fin de precisar la población que debía ser atendida, vale decir, para la entrega de la asistencia humanitaria necesaria mientras durara el proceso de recuperación de la zona afectada. 

El Decreto 4579 de 2010 (parágrafo 1° artículo 3°) establece las siguientes actividades típicas para el manejo de la situación de desastre, que comprende diez líneas de acción por parte de las autoridades:

1. Asistencia Humanitaria a las familias afectadas con alimentación y elementos de dormitorio, aseo y cocina, durante el tiempo que dure la emergencia y un tiempo adicional necesario en el desarrollo del proceso de recuperación; 

2. Administración y manejo de albergues y/o subsidios de arrendamiento temporal, para las familias que evacuaron sus viviendas; 

3. Agua potable y saneamiento básico; 

4. Salud integral, control y vigilancia epidemiológica; 

5. Recuperación de vivienda (averiada y destruida), 

6. Incentivos del sector agropecuario; 

7. Reactivación económica y social de la zona acordes con las líneas que el Departamento Nacional de Planeación establezca; 

8. Ordenamiento territorial; 

9. Alertas tempranas, y 

10. Obras de emergencias (reforzamiento de terraplenes, obras de control) y obras de prevención y mitigación en la zona.

Ahora bien, mediante el Decreto 4147 de 2011 se creó la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio propio del nivel descentralizado de la Rama Ejecutiva del orden nacional, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, que tiene como objeto dirigir la implementación de la gestión del riesgo de desastres, atendiendo las políticas de desarrollo sostenible, y coordinar el funcionamiento y el desarrollo continuo del Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres.

Dicha Unidad expidió la Resolución No. 074 de 15 de diciembre de 2011 “Por la cual se destinan recursos para atender a las familias damnificadas directas por la segunda temporada de lluvias en el periodo comprendido entre el 01 de septiembre y el 10 de diciembre de 2011”. En dicho acto se estableció:

“(…) el Decreto 919 de 1989 en su artículo 60 crea y determina la conformación básica de los Comités Regionales y Locales para la Prevención y Atención de Desastres y el artículo 61 les asignan funciones por lo cual, los Comités Regionales y Locales (…) en ejercicio de sus funciones deberán diligenciar las planillas de entrega del apoyo económico, de acuerdo a las directrices que para efectos trace la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (…) 

Que es función de las entidades territoriales, dirigir, coordinar y controlar, por intermedio del jefe de la respectiva entidad, todas las actividades administrativas y operativas indispensables para atender las situaciones de desastre regional y local (…)

Que la UNGRD ordenará el pago del apoyo económico basados únicamente en los registros enviados por los CLOPAD debidamente firmados y refrendados por acta del Comité y a su vez con aval del CREPAD (…)”

La mencionada resolución, dispuso el pago de hasta $1.500.000 como apoyo económico para cada damnificado directo de la ola invernal ocurrida entre el 1º de septiembre y el 10 de diciembre de 2011, que se encontrara incluido como tal en el registro emitido por los Comités Locales y Regionales de Atención y Prevención de Desastres.

Allí se definió como damnificado directo, la familia residente en la unidad de vivienda afectada al momento del evento que ha sufrido daño directo en el inmueble y mueble al interior del mismo, ocasionados por los eventos hidrometereológicos de la segunda temporada de lluvias en el periodo comprendido entre el 1º de septiembre y el 10 de diciembre de 2011. Asimismo, se dispuso como entidades encargadas de entregar el subsidio económico a los correspondientes beneficiarios registrados como damnificados directos, previo cumplimiento de una serie de requisitos, al Banco Agrario de Colombia y a la Fiduciaria La Previsora S.A., como representante legal del Fondo Nacional de Calamidades. De igual forma, con el fin de dar cumplimiento a las directrices señaladas, en cada uno de los municipios donde se registraron las situaciones calamitosas, los Comités Locales para la Prevención y Atención de Desastres
, en cabeza del Alcalde Municipal, debían diligenciar las planillas de apoyo económico de los damnificados directos, las cuales, a su turno requerían reportarse a la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, teniendo como plazo máximo para ello el 30 de diciembre de 2011, postergado posteriormente
 hasta el 30 de enero de 2012. 

A partir de lo anterior es posible colegir, que para que una persona resultara ser beneficiaria del subsidio económico otorgado por el Gobierno Nacional, se requería: i) ser damnificado directo por la segunda temporada de lluvias del 2011, esto es, en el periodo comprendido entre el 1º de septiembre y el 10 de diciembre de dicha anualidad; y, ii) ser identificado como tal por la entidad competente para el efecto, es decir, por el Comité Local para la Prevención y Atención de Desastres - CLOPAD.

Finalmente, el 16 de diciembre de 2011, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres emitió una Circular con destino a los Gobernadores, Alcaldes, Entidades Técnicas y Operativas del Sistema Nacional para la Prevención y Atención de Desastres, CREPAD y CLOPAD, informando:

“Para acceder a la asistencia económica es necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

1. Ser cabeza de hogar damnificado por la segunda temporada de lluvias, periodo comprendido entre el 1º de septiembre y el 10 de diciembre de 2011.

2. Habitar el primer piso de la vivienda afectada.

3. Estar registrado en la Planilla correspondiente, avalada por los CLOPAD y CREPAD.

4. Presentación de la cédula de ciudadanía amarilla con holograma. 

5. Cada jefe de hogar deberá registrarse una sola vez en la planilla.

A continuación se describe el procedimiento para la entrega de esta asistencia económica:

1. Los CLOPAD deberán analizar y evaluar el nivel de afectación que se presenta en su jurisdicción. Imprimir la Planilla de Entrega de Asistencia Económica / Humanitaria septiembre 01 a diciembre 10 de 2011 cuantas veces se requiera según la cantidad de registros que se debe hacer.

Diligenciar físicamente la planilla y elaborar el acta del CLOPAD que avala dicho registro (…)”.

3. Del caso concreto.

En el sub lite, afirma el apoderado de los doscientos cinco actores (205) que a pesar de haber sido censados por la Unidad para la Gestión de Desastres en el año 2010, la ayuda humanitaria ha sido suministrada en forma incompleta; no han recibido información veraz, suficiente, real y actual respecto de los beneficios otorgados por el Gobierno Nacional; actualmente se encuentran suspendidos los servicios públicos domiciliarios y no les han entregado soluciones de vivienda. 

Indica entonces el abogado, que por las condiciones antes descritas les fueron vulneraron sus derechos fundamentales a sus poderdantes. 

De acuerdo con los elementos probatorios aportados por la Alcaldía de Ponedera (Atlántico), se aprecia que solamente a trece accionantes se les ha suministrado algún tipo de ayuda humanitaria, como son los ciudadanos Julián Cantillo, Máximo Cantillo, Luis Bartolo González, Argemiro Rúa, Juana Rivera, Bertina Ordóñez de Rúa, Julio César González, Rafael Francisco Peña, Carmen Sofía Cerpa, Roberto Sonett, Rafael Zambrano Carracedo, Peggy Reales y Fabris María García. De los otros ciento noventa y dos se desconoce por completo las razones por las cuales, a pesar de haber sido encuestados por funcionarios del Comité Local para la Prevención y Atención de Desastres, no les fue definida su situación particular a efectos de reconocerles o no la ayuda humanitaria a que tendrían derecho.

En otras palabras, de acuerdo con las directrices establecidas por el Gobierno Nacional, los mentados comités debían comprobar que las personas fueran cabeza de hogar, que habitaran el primer piso de la vivienda afectada, que estuvieran registrados en la planilla correspondiente y presentaran la cédula de ciudadanía amarilla con holograma, para entregarles la ayuda respectiva.  

Ello constituye una vulneración del derecho fundamental al debido proceso administrativo, en tanto que además de recolectar la información, era necesario que las entidades y organismos competentes concluyeran si una persona reunía las condiciones para ser considerado como un damnificado directo por el fenómeno ambiental acaecido. 

Es necesario tener en cuenta además, que existe un conjunto de disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que imponen claros deberes de protección por parte de las autoridades públicas respecto de las personas residentes en Colombia, dentro de los cuales se encuentra la adopción de medidas específicas dirigidas a la prevención de desastres. Baste recordar aquí el mandato contenido en el artículo 2° Constitucional el cual establece que las autoridades colombianas fueron instituidas para brindar protección a las personas, resguardando su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. De este precepto se desprende un deber genérico de actuación que obliga a las autoridades de cualquier nivel territorial, dirigido a impedir que se concreten amenazas o se produzcan vulneraciones en los derechos de los residentes en Colombia
.

Si las autoridades competentes no enviaron o enviaron de manera tardía los listados de los registros o los censos realizados con anterioridad, no es responsabilidad de los damnificados por la ola invernal y no tienen la obligación de soportar dicha carga. Razón por la cual, es preciso recordar que la entrega de ayudas a todas las familias afectadas por el suceso, no posible otorgárselas a una parte de ellas y a las otras no, ya que se le estaría vulnerando el derecho a la igualdad de las personas que se encuentran en las mismas circunstancias.
Por consiguiente, la Sala ordenará al Alcalde del Municipio de Ponedera para que en un término no superior a treinta (30) días en coordinación con las entidades y organismos competentes, verifique si los ciudadanos enlistados en el documento anexo a esta providencia, son o no damnificados directos de la segunda temporada de lluvias ocurrida en entre los años 2010-2011, se les dé a conocer, y en tal caso gestione la entrega de la ayuda humanitaria a la que tienen derecho.

La anterior orden de amparo no cobija a los ciudadanos Julián Cantillo, Máximo Cantillo, Luis Bartolo González, Argemiro Rúa, Juana Rivera, Bertina Ordóñez de Rúa, Julio César González, Rafael Francisco Peña, Carmen Sofía Cerpa, Roberto Sonett, Rafael Zambrano Carracedo, Peggy Reales y Fabris María García, en vista que de acuerdo con las pruebas allegadas al plenario han recibido las ayudas humanitarias a que tienen derecho.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,
III. FALLA

I. REVÓCASE la sentencia del 21 de febrero de 2013 proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que declaró improcedente la acción de tutela de la referencia. En su lugar se dispone; 

II. AMPÁRESE los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso de los ciudadanos enlistados en el documento anexo en esta providencia.

III. ORDÉNASE a la Alcaldía del Municipio de Ponedera-Atlántico, representada por el señor Hernando Manotas Manotas, para que dentro del término de treinta (30) días contados a partir de la notificación de la presente sentencia, proceda a revisar el caso particular de cada uno de los ciudadanos enlistados en el documento anexo a esta decisión, a fin de determinar si acreditan o no los requisitos establecidos por la Resolución No. 074 de 2011, para ser acreedores de las ayudas económicas destinadas por el Gobierno Nacional para los damnificados de la segunda temporada de lluvias ocurrida entre los años 2010-2011 y en caso afirmativo, dentro de un término igual, gestione la entrega de las mismas. 
IV. NIÉGASE el amparo de tutela elevado a nombre de los ciudadanos Julián Cantillo, Máximo Cantillo, Luis Bartolo González, Argemiro Rúa, Juana Rivera, Bertina Ordóñez de Rúa, Julio César González, Rafael Francisco Peña, Carmen Sofía Cerpa, Roberto Sonett, Rafael Zambrano Carracedo, Peggy Reales y Fabris María García, por las razones expuestas en esta decisión.
V. LÍBRENSE las comunicaciones de que trata el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, para los fines ahí contemplados. 
VI. Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMÍTASE el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN

ALFONSO VARGAS RINCÓN                   LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO

ANEXO EXPEDIENTE No: 08001-23-33-000-2013-00042-01

Actor: JOSE HERNANDEZ Y OTROS

Demandado: NACIÓN-PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA Y OTROS

1. José Manuel Hernández.     Fol. 22.

C.C. 805.295 de Barranquilla.

2. Santiago Ojeda Arevalo.    Fol. 24.

C.C. 7.442.487 de Barranquilla.

3. Fredy Rafael Mejia Padilla.     Fol. 25.

C.C. 8.571.470 de Ponedera.

4. Miryam Ferrer Herrera.    Fol. 29.

C.C. 22.661.722 de Ponedera.

5. Mary Luz Cervantes Ferrer.     Fol. 31.

C.C. 22.663.894 de Ponedera.

6. Yuleidis Paola Castro Cervantes.     Fol. 32.

C.C. 1.041.895.306 de Ponedera.

7. Jacquelin Del Carmen Escamilla Herrera.     Fol. 33.

C.C. 22.662.587 de Ponedera.

8. Elida Antonia Mejia Arrieta.     Fol. 34.

C.C. 22.613.052 de Ponedera.

9. Candelaria Judith Consuegra Ordóñez.     Fol. 37.

C.C. 55.223.729 de  Barranquilla.

10. Virgilio Cesar La Barrera Rua.     Fol. 41.

C.C. 8.570.645 de Ponedera.

11. María Inocencia Mendoza Ordóñez.     Fol. 42.

C.C. 22.661.970 de Ponedera.

12. Yenis Judith Fontalvo Fontalvo.     Fol. 44.

C.C. 22.614.311 de Ponedera.

13. Claudio Rafael Fruto Noriega.     Fol. 45.

C.C. 8.570.920 de Ponedera.

14. Luz Mary Acuña Torres.     Fol. 46.

C.C. 32.612.765 de Malambo.

15. Luz Marina Bonett Padilla.     Fol. 47.

C.C. 22.663.039 de Ponedera. 

16. Milena Esther González Mejia.     Fol. 48.

C.C. 22.613.781 de Ponedera.

17. Erlis Fontalvo Lara.     Fol. 49.

C.C. 22.663.661 de Ponedera.

18. Juan Víctor Rua Fontalvo.     Fol. 52.

C.C. 1.041.892.217 de Ponedera.

19. Luz Elena Zambrano Castro.     Fol. 54.

C.C. 1.041.891.035 

20. Ruth María Fontalvo Mercado.     Fol. 56.

C.C. 22.661.817 de Ponedera.

21. Delfidia Isabel Castro González.     Fol. 57.

C.C. 22.662.914 de Ponedera.

22. Mildre Esther Cantillo Cerpa.     Fol. 58.

C.C. 22.663.805 de Ponedera.

23. Ruby de Jesús Cera De Porta.     Fol. 59.

C.C. 22.662.231 de Ponedera.

24. Julio Rafael González Castro.     Fol. 61.

C.C. 8.571.195 de Ponedera.

25. María Imaculada Silvera Fontalvo.     Fol. 62.

C.C. 22.613.937 de Ponedera.

26. Roberto Antonio Vizcaíno Manotas.     Fol. 63.

C.C. 8.660.440 de Barranquilla.

27. Rosa Emperatriz Fuentes Padilla.     Fol. 64-65.

C.C. 23.071.921 de San Estanislao.

28. Alba Luz Berdugo Fuentes.     Fol. 66-67.

C.C. 1.042.997.606 de Sabanalarga.

29. Rosa Margarita Solano Fuentes.     Fol. 69.

C.C. 1.041.893.769 de Ponedera.

30. Marybis Judith Mendoza Carracedo.     Fol. 70.

C.C. 22.663.418 de Ponedera.

31. Juaquin Pablo Mendoza Carracedo.     Fol. 71.

C.C. 8.570.449 de Ponedera.

32. Elvis Miranda Noriega.     Fol. 73.

C.C. 32.823.913 de Soledad.

33. Alba Calderón de Carrillo.     Fol.74.

C.C. 22.661.340 de Pondera.

34. Gloria Esther Rodríguez Mesa.    Fol.75.

C.C. 23.242.568 de Zambrano.

35. Elizabeth Escamilla González.     Fol. 77.

C.C. 22.613.049 de Ponedera.

36. Edilberto Mercado Cuentas.     Fol. 78.

C.C. 7.480.345 de Barranquilla.

37. Tania Margarita González Guzmán.     Fol. 79.

C.C. 22.613.425 de Ponedera.

38. Estelina Isabel Escamilla González.     Fol. 80.

C.C. 22.663.102 de Ponedera.

39. María Candelaria Zambrano Castro.     Fol. 82.

C.C. 1.001.799.461 de Ponedera.

40. Rita Virginia Mercado Hurina.     Fol. 83.

C.C. 22.662.425 de Ponedera.

41. Cesar Augusto García Porta.     Fol. 85.

C.C. 8.570.384 de Ponedera.

42. Eduardo Rafael Fruto Noriega.     Fol. 86.

C.C. 8.570.904 de Ponedera.

43. Eugenio Santiago Noriega Meza.     Fol. 87.

C.C. 3.761.707 de Ponedera.

44. Juan Ramón Rebolledo González.     Fol. 88.

C.C. 8.570.294 de Ponedera.

45. Yuranis Margarita Rebolledo Mendoza.     Fol. 89.

C.C. 1.041.891.499 de Ponedera.

46. Luzmila de Jesús Fontalvo Meriño.     Fol. 90.

C.C. 22.663.104 de Ponedera.

47. Damaris de Jesús Guzmán Fontalvo.     Fol. 91.

C.C. 22.662.937 de Ponedera.

48. Juana Bautista González Guzmán.     Fol. 92.

C.C. 22.613.700 de Ponedera.

49. Juana Bautista Rodríguez Mercado.     Fol. 93.

C.C. 22.614.189 de Ponedera.

50. Atenógenes Silvera Hernández.     Fol. 94.

C.C. 8.761.950 de Ponedera.

51. David Hernández Fontalvo.     Fol. 95.

C.C. 7.480.759 de Barranquilla.

52. Nilda Inaldis Silvera de Ariza.     Fol. 96.

C.C. 22.662.184 de Ponedera.

53. Vilma Agustina Mercado Urina.     Fol. 97.

C.C. 22.661.793 de Ponedera.

54. Víctor Manuel Porta Caballero.     Fol. 98.

C.C. 8.570.776 de Ponedera.

55. Bilmaris De La Hoz Patiño.     Fol. 99.

C.C. 22.663.426 de Ponedera.

56. Ana Judith Hernández De La Hoz.     Fol. 100.

C.C. 1.041.894.206 de Ponedera.

57. Duvis Judith Gutierrez Guzman.     Fol. 101.

C.C. 22.613.370 de Ponedera.

58. Manuel Bolaño Cantillo.     Fol. 102.

C.C. 3.761.700 de Ponedera.

59. Eparquio Enrique Fontalvo Bossio.     Fol. 103.

C.C. 8.570.335 de Ponedera.

60. Amparo Del Carmen Rodríguez Mercado.     Fol. 104.

C.C. 22.614.339 de Ponedera.

61. Manuel Antonio Gómez De La Hoz.     Fol. 105.

C.C. 8.571.460 de Ponedera.

62. Ludys María Guzmán Mercado.     Fol. 106.

C.C. 22.663.402 de Ponedera.

63. Noilis María Gamarra Rodriguez.      Fol. 107.

C.C. 22.613.724 de Ponedera.

64. Manuel Guillermo López Muriel.     Fol. 108.

C.C. 8.570.595 de Ponedera.

65. Edwin De Jesús Lobo Fruto.     Fol. 109.

C.C. 8.571.648 de Ponedera.

66. Eduardo Rafael Meriño Martínez.     Fol. 110-111.

C.C. 85. 081.271 de Sitionuevo.

67. Edith Cristina Rivera Mercado.     Fol. 112.

C.C. 22.663.286 de Ponedera.

68. Eva María De La Hoz Patiño.     Fol. 113.

C.C. 22.612.566 de Ponedera.

69. Pedro Rafael Bolaño Fontalvo.     Fol. 114.

C.C. 8.570.375 de Ponedera.

70. Luis Rua Cuesta.     Fol. 115.

C.C. 3.761.569 de Ponedera.

71. Yasira García Lobo.     Fol. 116.

C.C. 22.663.963 de Ponedera.

72. Diosa Margarita García Lobo.     Fol. 117.

C.C. 22.663.484 de Ponedera.

73. José Benito Hernández Fontalvo – Silvia Bolaño.     Fol. 118

C.C. 8.570.278 de Ponedera.

74. Francisco Javier Hernández Bolaño – Silvia Bolaño.     Fol. 119.

C.C. 8.573.803 de Ponedera.

75. Manuel José González Fontalvo – Georgina González.     Fol. 120

C.C. 8.570.266 de Ponedera.

76. Prisciliano Antonio Bolaño Fontalvo.     Fol. 121-122.

C.C. 865.294

77. Trudis Esther Berrio Mercado.     Fol. 123.

C.C. 22.614.052 de Ponedera.

78. Damaris Del Socorro Mercado de Berrio.     Fol. 124.

C.C. 22.911.334 de El Carmen De Bolívar.

79. María Josefina Hernández González.     Fol. 125.

C.C. 22.663.742 de Ponedera.

80. Carmen Alicia Ballesteros Sierra.     Fol. 126.

C.C. 22.613.244 de Ponedera.

81. Eduardo Rafael Ordóñez Patiño.     Fol. 127.

C.C. 8.570.496 de Ponedera.

82. Diana María Cantillo Cabrera.     Fol. 128-129.

C.C. 22.613.295 de Ponedera.

83. Ifraldo Cesar Fontalvo Lobo.     Fol. 130-131.

C.C. 3.761.712 de Ponedera.

84. Rita Elena Noriega Ferrer.     Fol.133.

C.C. 22.613.080 de Ponedera.

85. Elsa Cecilia Castro Ordóñez – Julia Isabel Ordóñez de Castro.     Fol.134-135.

C.C. 22.663.040 de Ponedera.

86. Miguel González González.     Fol. 136-137.

C.C. 4.991.795 de Aracataca. 

87. Carmen De La Cruz Maza Valencia.     Fol. 138.

C.C. 22.348.063 de Barranquilla.

88. Libardo Enrique Bossio Lobo.     Fol. 140-141.

C.C. 3.709.179 de Barranquilla.

89. Fernando Rafael Meriño Torres.     Fol. 142.

C.C. 8.570.571 de Ponedera.

90. Felicidad María Frutos Ospino.     Fol. 143.

C.C. 22.662.085 de Ponedera.

91. Juan Antonio Rua Gutiérrez.     Fol. 144.

C.C. 3.761.740 de Ponedera.

92. José Luis Lobo Gutiérrez.     Fol. 145.

C.C. 3.761.805 de Ponedera. 

93. Rafael Gutiérrez Patiño.     Fol. 146.

C.C. 3.761.514 de Ponedera.

94. Ángela López Rivera.     Fol. 147.

C.C. 22.661.735 de Ponedera.

95. Juan Bautista Cantillo Herrera.     Fol. 148-149.

C.C. 8.570.173 de Ponedera.

96. Natalia Isabel Mercado Urina.     Fol. 150-151.

C.C. 22.661.698 de Ponedera.

97. Gloria Inés Castro Ordóñez.     Fol. 152.

C.C. 22.613.517 de Ponedera.

98. Manuel Cristóbal Padilla López.     Fol. 153-154.

C.C. 72.123.669 de Santo Tomas. 

99. Felipe Antonio Padilla Castro.     Fol. 155-156.

C.C. 7.411.651 de Barranquilla.

100. Ángela Cenith Pérez Morales.     Fol. 157-158.

C.C. 22.612.981 de Ponedera.

101.  Marlene Sofía Morales López.     Fol. 159-160.

C.C. 22.662.300 de Ponedera.   

102. Sofía Pérez Meriño.     Fol. 161-162.

C.C. 22.663.488 de Ponedera.

103. Ruth María Maldonado De La Hoz.     Fol. 164.

C.C. 22.662.128 de Ponedera.

104. Francia Elena Pertuz Orozco.     Fol. 165-166.

C.C. 22.662.719 de Ponedera.

105. Rubis María Cerpa Rua.     Fol. 167-168.

C.C. 22.662.941 de Ponedera.

106. Mónica Patricia Gutiérrez Lugo.     Fol. 169-170.

C.C. 22.613.403 de Ponedera.

107. Yulmaris Isabel Cerpa López.     Fol. 171-172.

C.C. 22.613.017 de Ponedera.

108. Silena Patricia Brito Ruiz.     Fol. 173-174.

C.C. 22.663.385 de Ponedera.

109. Lucina Emilia Cantillo de Cantillo.     Fol. 175-176.

C.C. 22.661.838 de Ponedera.

110. Milena Patricia Reyes Cerpa.     Fol. 177.

C.C. 22.612.868 de Ponedera.

111. Orlando Rafael Reyes De La Hoz.     Fol. 178.

C.C. 8.570.413 de Ponedera.

112. Loli De Jesús Olivero Mendoza.     Fol. 179.

C.C. 1.041.890.509 de Ponedera.

113. Tulia Elena Peña Rodríguez.     Fol. 180.

C.C. 22.663.043 de Ponedera.

114. Ana Rosa Noriega López.     Fol. 181.-182.

C.C. 22.662.299 de Ponedera.

115. José Vicente Lastra Pacheco.     Fol. 183-184.

C.C. 3.720.917 de Campo De La Cruz.

116. Francisco Noriega Orozco.     Fol. 185-186.

C.C. 3.761.568 de Ponedera.

117. Sandra Milena Carpintero Solar.     Fol. 187-188.

C.C. 57.455.596 de Sitionuevo.

118. José Alfredo Camacho Barros.     Fol. 189-190.

C.C. 8.570.757 de Ponedera.

119. Mary Luz Castro Pertuz.     Fol. 191.

C.C. 22.613.608 de Ponedera.

120. Leovigilda Mercedes Fontalvo Pérez.     Fol. 192.

C.C. 22.613.543 de Ponedera.

121. Yamiles Isabel Pineda de Reyes.     Fol. 195.

C.C. 22.662.252 de Ponedera.

122. Emelina Rosario Rivera González.     Fol. 196-197.

C.C. 22.612.716 de Ponedera.

123. Rosa Elena Acosta Torres.     Fol. 198-199.

C.C. 1.041.891.558 de Ponedera.

124. Yorladys Judith Pineda Reyes.     Fol. 200-201.

C.C. 22.612.849 de Ponedera.

125. María Concepción Noriega de Reyes.     Fol. 202-203

C.C. 22.662.298 de Ponedera.

126. Luz Marina Ferrer Cabarcas.     Fol. 204-205.

C.C. 22.503.205 de Galapa.

127. Viviana Patricia Soñett Maldonado.     Fol. 206-207.

C.C. 22.614.153 de Ponedera.

128. Eloina María González De La Hoz.     Fol. 208.

      C.C. 22.661.977 de Ponedera.

129. Robinson Rafael De La Hoz Mercado.     Fol. 209-210.

C.C. 8.571.328 de Ponedera.

130. Cristina Isabel Cantillo Fontalvo.     Fol. 211-212.

C.C. 22.613.045 de Ponedera.

131. Emigdio Manuel Castro Maldonado.     Fol. 213.

C.C. 3.761.837 de Ponedera.

132. Miguel Ángel Vizcaíno Maldonado.     Fol. 214.

C.C. 3.761.958 de Ponedera.

133. Rómulo Lorenzo Rivera.     Fol. 215.

C.C. 8.570.166 de Ponedera.

134. Elizabeth Hernández Masa.     Fol. 216-217.

C.C. 22.662.675 de Ponedera.

135. Rosyris Isabel Carrillo Lobo.     Fol. 218.

C.C. 22.662.353 de Ponedera.

136. Olaime José Cera Cabrera.     Fol. 219.

C.C. 3.761.947 de Ponedera.

137. Tomas Elías Muñoz Noriega.     Fol. 220.

C.C. 8.571.421 de Ponedera.

138. Luis Antonio Padilla López.     Fol. 221.

C.C. 8.571.436 de Ponedera.

139. Roxana Linda Pertuz Sarmiento.     Fol. 222-223.

C.C. 1.041.894.259 de Ponedera.

140. Luciana Isabel Martínez de Guzmán.     Fol. 224-225.

C.C. 22.661.677 de Ponedera.

141. Diana Patricia Sarmiento Cervantes.     Fol. 226-227.

C.C. 22.612.718 de Ponedera. 

142. Donaldo Enrique Maldonado Fontalvo.     Fol. 228.

C.C. 3.761.959 de Ponedera.

143. Sergio Rafael De La Hoz Matos.     Fol. 229-230.

C.C. 865.643 de Ponedera.

144. Víctor Manuel Cantillo Martínez.     Fol. 231.

C.C. 3.760.527 de Ponedera.

145. Juan Carlos Cantillo Carrillo.     Fol. 232.

C.C. 8.572.461 de Ponedera.

146. Juan Muñoz Noriega.     Fol. 233.

C.C. 8.570.211 de Ponedera.

147. Deisy Esther Soñett Maldonado.     Fol. 234.

C.C. 22.663.801 de Ponedera.

148. Jaime Antonio Serpa Serpa.     Fol. 235

C.C. 3.761.589 de Ponedera.

149. Merlis María Castro Mercado.     Fol. 236-237.

C.C. 22.662.908 de Ponedera.

150. Delia Paola Fruto Castro.     Fol. 238-239.

C.C. 22.614.027 de Ponedera.

151. Merlinda Del Carmen López Trillos.     Fol. 240.

C.C. 22.613.827 de Ponedera.

152. María Magdalena Noriega López.     Fol. 241-242.

C.C. 22.662.852 de Ponedera.

153. Lisardo De Jesús Florez Mejia.     Fol. 243.

C.C. 19.773.976 de Talaigua Nuevo.

154. Neyis María Lastra Cantillo.     Fol. 244-245.

C.C. 22.663.730 de Ponedera.

155. Ana María Muñoz Ferrer.     Fol. 246-247.

C.C. 22.614.263 de Ponedera.

156. Mercedes Emilia Cano de Rua.     Fol. 248-249.

C.C. 22.661.884 de Ponedera.

157. José Julián Cogollo Guzmán.     Fol. 250.

C.C. 6.630.463 de Caucasia.

158. Antonio María Rodríguez.     Fol. 251-252.

C.C. 1.751.350 de Remolino.

159. Ángel Segundo Moreno Arrieta.     Fol. 253.

C.C. 18.876.487 de Ovejas.

160. Elodia Judith De Ávila García.     Fol. 254.

C.C. 26.880.545 de Salamina.

161. Yasiris Judith De Ávila Simanca.     Fol.255.

C.C. 1.041.890.742 de Ponedera.

162. Francisco Javier Gamboa Salgado.     Fol. 256.

C.C. 8.570.271 de Ponedera.

163. Elizabet Guzmán Hernández.     Fol.257-258.

C.C. 22.663.680 de Ponedera.

164. Isabel María Porta Barraza.     Fol. 259-260.

C.C. 22.661.836 de Ponedera.

165. Orlando Antonio Serpa Sarmiento.     Fol. 261-262.

C.C. 7.451.865 de Barranquilla.

166. Mercedes María Acosta de Acosta.     Fol. 263.

C.C. 26.851.885 de Remolino.

167. Heriberto Hernández Monsalvo.     Fol. 264.

C.C. 5.112.896 de Sitionuevo.

168. Celia Dolores Maldonado Castro.     Fol. 265.

C.C. 22.546.720 de Palmar De Varela.

169. Pablo Ramón Fontalvo Silvera.     Fol. 267-268.

C.C. 8.571.185 de Ponedera.

170. Armando José García Pérez.     Fol. 269-270.

C.C. 8.573.799 de Ponedera.

171. Sinibaldo Rafael Carracedo Gutiérrez.     Fol. 271-272.

C.C. 8.570.377 de Ponedera.

172. Nellys Isabel Rua de Cerpa.     Fol. 273-274.

C.C. 22.661.880 de Ponedera.

173. Luz Eli Manotas Fontalvo.     Fol. 275-276.

C.C. 22.663.398 de Ponedera.

174. Aliris Patricia Cervantes Acosta.     Fol. 277-278.(sic)

C.C. 22.613.622 de Ponedera.

175. Olga Isabel Mejia Bastidas.     Fol. 279-280.

C.C. 23.002.183 de Talaigua Nuevo.

176. Alejandro Humberto Noriega – Fabio Noriega.     Fol. 281-282.

C.C. 8.571.500 de Ponedera.

177. Luis Alberto Noriega González.     Fol. 283.

C.C. 1.001.799.492 de Ponedera.

178. Manuel Maza Marriaga – María Maza.     Fol. 287-288.

C.C. 19.581.858 de Fundación. 

179. Campo Elías Cantillo Tapias.     Fol. 289-290.

C.C. 3.761.892 de Ponedera.

180. Cesar Augusto Cantero González.     Fol. 291.

C.C. 8.572.542 de Ponedera.

181. María Isabel González Morales.     Fol. 292.

C.C. 22.471.593 de Campo De La Cruz.

182. Yolimar Ospina González.     Fol. 293.

C.C. 22.475.651 de Campo De La Cruz.

183. María De Las Mercedes Fontalvo de Cantillo.     Fol. 294.

C.C. 22.661.603 de Ponedera.

184. Yoel David Maza Calseta.     Fol. 295.

C.C. 8.572.593 de Ponedera.

185. Yulaima Del Socorro Barraza Hernández.     Fol. 296-297.

C.C. 22.663.878 de Ponedera.

186. Edwin José Plata González.     Fol. 298.

C.C. 8.539.328 de Campo De La Cruz.

187. Jacquelin Cecilia Noriega Ferrer.     Fol. 299.

C.C. 22.613.067 de Ponedera.

188. Flor María Cervantes Fontalvo.     Fol. 300.

C.C. 22.662.648 de Ponedera.

189. Ana Cristina Bacca Martínez.     Fol. 301.

C.C. 1.041.893.465 de Ponedera.

190. Justina Isabel Sarmiento Cervantes.     Fol. 302.

C.C. 22.612.851 de Ponedera.

191. Gilberto Manuel Carracedo Gutiérrez.     Fol. 303.

C.C. 7.590.325 de Pivijay.

192. Pedro Antonio Bacca Ferrer.     Fol. 304-305.

C.C. 5.095.696 de Salamina.

� Indicó que solo 13 de ellos aparecen en el listado y han sido beneficiarios de las ayudas. 


� Visible desde el folio 7 al 19 del plenario.


� Folio 13.


� Corte Constitucional, Sentencia T-304 de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia T-593 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia T-593 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-851 de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Corte Constitucional, Sentencia T-593 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-158 de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, Sentencia T-593 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil. En idéntico sentido, ver la sentencia T-618 de 2009 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio).


� Numeral 3.18.


� Resolución No. 074 de 2011. Artículo 5. “Los Comités Locales para la Prevención y Atención de Desastres CLOPAD’S-, en cabeza del respectivo alcalde, son la única instancia responsable para el diligenciamiento veraz de las planillas, inclusión total de damnificados y entrega de éstas en los términos señalados, como del acompañamiento en el proceso de pago a los beneficiarios.


Parágrafo. Los Comités Locales para la Prevención y Atención de Desastres – CLOPAD’S-, en cabeza del respectivo alcalde, son responsables en todo orden de la veracidad, cumplimiento del suministro de la información en los términos señalados en la presente Resolución, así mismo el seguimiento y acompañamiento de la entrega del apoyo económico al beneficiario.”


� Mediante la Resolución No. 002 del 2 de enero de 2012. 


� Así lo ha precisado la Corte Constitucional. Véase Sentencia T-549 de 2011. 





